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LA PROBLEMÁTICA DEL COMPRE NACIONAL

Documento complementario de la propuesta 

¨shock distributivo, autonomía nacional y democratización¨

mesa de coyuntura del instituto de estudios y formación de la cta

1.  Principio.

La legislación del “Compre Argentino” tiene un principio rector que consiste en que los recursos del Estado sirvan para potenciar la riqueza de la sociedad. Dicho de otra forma,  todos los recursos que perciba el Estado o que se genere en actividades que son administradas  por concesionarios de servicios públicos por medio de tarifas, deben servir para mejorar la situación de la población a través de privilegiar el trabajo local. Como corolario de este principio, todo beneficio fiscal genera una obligación de la misma naturaleza.

2. Conceptos utilizados

La Valorización Económica del Territorio es el conjunto de acciones legítimas que pueden realizar los habitantes de un territorio, sean estos de carácter público o privado, individuales o institucionales, agrupados o colectivos, en forma individual o coordinada que permitan dar mayor Valor Económico por unidad de tiempo a las acciones individuales de los habitantes del territorio.

Exponemos a continuación las ideas directrices de los esfuerzos que hay que aplicar para obtener el mayor Valor Económico en el Territorio. No son todos los posibles. Los mejores son los que resultan exitosos entre los que se hacen. 

Ningún resultado será obtenible, si tan siquiera no se intenta hacer el intento de obtenerlo.

Los ciudadanos solo pueden obtener una mejora continua en su nivel de vida (en términos relativos y absolutos), si ellos se pueden desempeñar eficazmente para el logro de sus objetivos económicos.

Si pudiésemos lograr, que el entorno en el cual desempeñan sus actividades económicas  sea más receptivo a sus iniciativas, así como más cooperativo, solidario e igualitario.

Si pudiésemos articular iniciativas nuevas que permitiesen incorporar tecnologías, conocimientos y saberes disponibles en el territorio, escuelas, academias, institutos, organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, así como del territorio provincial y/o nacional, tales como: universidades, INTI, INTA, etc., en un esfuerzo mancomunado para obtener nuevos productos y servicios.

Si pudiésemos influir en utilizar el poder de compra estatal, sea provincial o nacional para obtener tecnologías, mercados, reciprocidad, etc., obtendríamos la dinámica del manejo de la complejidad que necesita una comunidad moderna para mejorar su nivel de vida.

Si pudiésemos crear las condiciones para que este conjunto de elementos se potencien y valoricen recíprocamente, obtendríamos la “Valorización Económica del Territorio” que buscamos poner en marcha.

La Valorización Económica del Territorio se basa sobre una concepción amplia de los recursos, que incluye la capacidad ociosa de las empresas Argentinas, los conocimientos de los involucrados, el aprovechamiento de los servicios disponibles a nivel local y nacional, por medio del desarrollo del Trabajo en Red, del Asociativismo y de la capacidad de articulación y complementariedad entre las empresas, los distintos niveles gubernamentales locales y nacionales, cámaras y organizaciones varias que puedan contribuir al fin propuesto o sea de la Construcción de un Actor Colectivo.

A tal efecto hay que tener en cuenta que las personas se asocian cuando saben que es la mejor o única forma de lograr el éxito. Se trata de un proceso no espontáneo que tiene que ser estimulado con las metodologías participativas adecuadas, como requisito básico para el éxito de las demás propuestas.

El “Compre Argentino” es una parte, no todo, pero una parte importante de esta concepción.

3. Antecedentes Internacionales-

Los regímenes explícitos de “compre nacional” se consolidaron inicialmente en USA con motivo de la gran recesión originada en la crisis de 1929-30. Dentro del paquete de leyes que, genéricamente, se denominó New Deal, el presidente Roosvelt, incluyó el “Buy American Act” (Acta de Compre Norteamericano). La ley, es substancialmente la vigente actualmente con el agregado de algunas reformas introducidas en 1953 y posteriormente, en general incluyendo más restricciones, exponía tres motivos por los que debía instaurarse el régimen:

· Su efecto sobre el incremento del empleo,

· el impulso sobre el desarrollo tecnológico

·  y su aporte a las economías de escala 

Básicamente establece que el Estado Federal y el resto de la administración pública, así como sus concesionarios y contratistas debían privilegiar las compras de bienes y servicios a empresas estadounidenses (actualmente el cumplimiento se ha llevado a extremos tales, que los funcionarios públicos de EEUU está obligados a viajar en aerolíneas de bandera norteamericana e incluso usar prendas norteamericanas).

El privilegio que reciben los fabricantes, consiste en otorgarle un beneficio a favor del 6% en el precio para los bienes y servicios que se compren con la misma especificación de compra, los que deben ser originarios del territorio de los EEUU, exigiendo para tal fin un nivel de integración local muy alto (llega a ser del 75 %); los precios se comparan al contado, cotizados en dólares estadounidenses y entregados en un lugar fijado por el llamado a concurso (los oferentes de bienes o servicios importados deben nacionalizar la mercadería por su cuenta y riesgo, no admitiéndose cotizaciones FOB ni cartas de crédito respaldatorias).

El beneficio del 6% puede elevarse hasta el 40% si el oferente estadounidense está radicado en un área de alto desempleo, más varios 5%  acumulables por empresas de minorías, discapacitados o mujeres.

La Argentina sufrió la aplicación del “buy american” cuando intentó vender el avión de entrenamiento Pampa a la aviación naval de los EEUU. La empresa oferente fue norteamericana (la FMA participaba en una sociedad transitoria) y el 75% de los componentes debían ser de origen norteamericano, de modo que la industria argentina no podía participar en más de un 25%; a pesar de todo, la orden le fue adjudicada a una empresa de los EEUU, que fabricaba todo en su territorio.

Existen muchas otras normas restrictivas en los EEUU, como la Jones Act (que se puede considerar la precursora del Buy American)– que establece que la navegación en aguas territoriales, está limitada a buques construidos en astilleros estadounidenses y a empresas armadoras del mismo origen, con mayoría de capital perteneciente a ciudadanos de los EEUU – así como la regulación que establece que las comidas servidas en las escuelas de los EEUU sólo pueden contener ingredientes de origen norteamericano.

En general, todos los países cuentan con regímenes que apoyan la producción propia, aprovechando el poder de compra del Estado y sus concesionarios y contratistas.

Inclusive se adoptan formas más sutiles, que se basan en especificaciones o diseños que sólo puede cumplir la industria local: tal es el caso de los ómnibus de dos pisos de transporte urbano en Gran Bretaña, así como los taxis, que sólo se fabrican domésticamente. Algo similar ocurrió durante un prolongado lapso cuando la aduana francesa decidió “centralizar “ el despacho de la importación de productos electrónicos en Tolouse, trabando el ingreso al país de este tipo de bienes con una serie de “normas “ adicionales, de hecho incumplibles.

La Argentina adoptó tardíamente un régimen de este tipo, dado que las elevadas protecciones arancelarias y las prohibiciones de importación que se instalaron en la posguerra actuaron con el mismo efecto. La ley 5.340/63 y la Ley 18.875 establecieron la legislación respectiva que determinó que no hubiese una preferencia en el precio, pero sí una vigilancia muy estricta de parte de los mismos empresarios nacionales interesados en producir localmente, los que así, en igualdad de condiciones de: mismo precio, calidad y plazo de entrega, tienen asegurada la colocación de su producción. 

La permanencia  a nivel mundial del sistema, incluyendo su inclusión en las compras asociadas a los créditos de los organismos financieros internacionales, los que tienen un capítulo siempre dedicado a la industria local con una protección que suele ser del 15% no admitiendo que se sumen aranceles a ese valor. Esto demuestra  que se trata de un instrumento permanentemente renovado y no de una “idea vieja”, que no debe ser considerada en los nuevos paradigmas económicos.

Existen antecedentes en todos los países que se analicen, en Europa se suele afirmar que han sido abolidas todas la barreras proteccionistas de compras estatales del tipo de legislación: “Compre”. Esto es cierto, pero solo para ser llevado a nivel de Comunidad Europea. Mientras, los países han afinado su ingenio para mantener ventajas para sus empresas nacionales dentro del ámbito comunitario, así los benefician con quitas de impuestos municipales o regionales, le subsidian energía eléctrica, les dan contratos locales de otros rubros, etc. Con el fin expreso de no perder empleo en sus regiones. Extreman lo más posible el principio de Valorización Económica del Territorio.

Brasil, tiene una batería de instrumentos concurrentes al mismo objetivo expuesto acá, solo que perfeccionado, las empresas públicas compran local por legislación y por política, las concesionarias por obligación contractual, donde incluso están obligadas no solo a comprar en Brasil, sino a hacer investigaciones en tecnologías aplicadas a sus servicios.

4. Antecedentes Nacionales.

Los antecedentes de uso de leyes y reglamentos asimilables al Compre Argentino son, entre nosotros muy antiguos.

El primer caso registrado, figura en el libro del Dr. Jorge L. Salomoni, Teoría General de los Servicios Públicos, Ed. Ad-Hoc, 1ª Ed. Abril 1999, pag. 204.

Es la petición de los talabarteros que trabajaban para el ejército hacia 1815, presentación hecha por los Sres. Agustín Pintos y José Gauna que dice: “...siendo nuestro ejercicio el de la talabartería, y no teniendo otra ocupación para sostener nuestra pobre familia con la debida honradez y quietud social, nos vemos en el día cuasipordioseando por la escasez de trabajo, siendo la inmediata causa que el mucho que hay por cuenta del estado de halla reasumido en los extranjeros (...) Nuestro objeto no es solicitar en absoluto despojo a los sindicatos extranjeros de la obra que tienen a su cargo, sino que en lo sucesivo se nos prefiera con algunas de dichas obras para con sus productos sostener nuestra familia ofreciéndonos a hacerla tan buena y con más equidad que ello...” 

La respuesta fue del Director General de las Provincias Unidas del Río de la Plata, Sr. Alvarez Thomas, así: “Buenos Aires, junio 13 de 1815. En igualdad de precios, calidad de los materiales y obra del arte serán preferidos los suplicantes siendo puntual su desempeño y al efecto comuníquese este decreto a quién corresponda su cumplimiento.”

En este remoto antecedente están ya perfilados, con precisión y certeza, los criterios del  moderno Compre Argentino, tal como hoy está protegido por los Derechos Humanos. (Ver Pto.6)

En el texto citado, existen otros ejemplos de la época y posteriores.

Merece ser citado el importante episodio de la lucha de Carlos Pellegrini y Vicente Fidel López en el célebre debate de agosto de 1876 que se mantuviera en la Cámara de Diputados de la Nación en ocasión de tratar la Ley de Aduanas. (Diario de sesiones, volumen II, pgs. 1 a 101.)

De ese extenso debate, extraemos algunas frases, que nos ilustran sobre las bases del Compre Argentino.

C.Pellegrini, “Todo país debe aspirar a dar desarrollo a su industria nacional, ella es la base de su riqueza, de su poder, de su prosperidad.”

V.F.López, “...no hay niño que no sepa que cuando tiene dos pesos y sólo gasta cuatro reales, le queda peso y medio, pero esa no es la cuestión, la cuestión es esta, ¿de donde se sacan los dos pesos?” “...¿Qué me importa que me traigan a la mitad del precio que hoy tienen las mismas mercaderías,....si no tengo con qué pagarlas?

En el debate hay un extenso discurso de V.F.Lopez cuyo objeto fue atacar la libertad de comercio exterior como fuente de los principales rasgos de estancamiento y retroceso de la economía de las provincias a partir de 1810 y las condena a la servidumbre de los mercados europeos y por lo tanto a una ruina y crisis permanente. Que el librecambio conviene a los países manufactureros de gran desarrollo....Solo con el desarrollo de una industria nacional capaz de elaborar las materias primas fomentaríamos la verdadera transformación orgánica de nuestro peís, y construir así una sociedad rica y civilizada,..., seríamos independientes y ricos y habríamos llegado a formula más alta de la riqueza económica, que es bastarse a si mismos...” 

5. Abastecimientos Militares y Civiles Estatales.

Las compras de bienes para la defensa siempre tuvo gran importancia para el funcionamiento de la industria en general. En muchos países fué y es hoy un especial soporte para el desarrollo de nuevas tecnologías.

La tecnología es un bien social, solo se la obtiene por el ejercicio de las habilidades que conducen a obtener las tecnologías. Cuando se domina tecnologías de una rama del conocimiento, se puede comprar y vender tecnologías aumentando la velocidad de crecimiento. No seguir este camino y afirmar, que cuando las necesitemos podemos comprar las tecnologías, es un camino seguro de compra de espejitos de colores a alto precio y baja efectividad.

El presupuesto de defensa siempre tuvo importantes gastos en armamento, es menester el hacer todos los esfuerzos posibles para equiparnos nosotros mismos con los bienes que necesitamos para la defensa. La existencia misma de Fabricaciones Militares respondió al impulso de la necesidad del abastecimiento propio, creándose en 1.941 por ley 12.709 la Dirección General de Fabricaciones Militares, de donde surgirían las bases de la industria siderúrgica nacional. En concordancia se creó el mismo año de 1941 la Dirección de Suministros del Estado por el Decreto N° 94.477/41 que siguió los mismos caminos de fomento a la Industria Nacional.

Muchas otras iniciativas se plasmaron en esa época, enumeramos algunas:

· En 1.946, Dto. 6.670/46, declara de interés nacional la producción de arrabio en el marco del Dto. 14.630/44 de Promoción Industrial. Obliga al estado a comprarse a si mismo pues es el productor y a los privados a seguir el mismo camino, bonificándoles los precios.

· En 1.947 se modifica el Pliego de Bases y Condiciones de las compras de la Sec. de Salud Pública de la Nación, para dar preferencia a los artículos nacionales.

En el caso de la industria bélica, es conocido el caso de la guerra de Malvinas, guerra en la que los argentinos destruimos sensiblemente más material a los ingleses que ellos a nosotros. A pesar de eso perdimos la guerra, pero, ¿qué pasó con el equipamiento perdido? Para los ingleses, que fabrican todo el material que perdieron, la guerra funcionó como dicen los libros de economía, fue un reactivante, en pocos años repusieron todo el material perdido, modernizando la flota, etc. Para nosotros, los argentinos, se convirtió en una pesadilla, no se reactivó nada, no fabricamos nada y al día de hoy, más de 20 años después no pudimos reponer el material perdido a pesar de tener capacidad ociosa y población desocupada.

6. Los Derechos Humanos.

Las compras que se realizan con la legislación del Compre Argentino se hacen con dinero de impuestos y tarifas, lo cual las hace parte del derecho constitucional expresado en el Art. 75, inc.22, que comprende los Derechos Humanos al Desarrollo y el Progreso Social, expresados en los Pactos Internacionales de Derechos, “Económicos, Sociales y Culturales” y los “Civiles y Políticos”, que son la parte fundamental de los Derechos Humanos. Ambos Pactos (con el explícito propósito de marcar que son indivisibles), dicen lo mismo en Parte I, Artículo I. 

En el Cap. III de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, ampliada por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado por la ONU en 1966 e integrante también de nuestra Constitución Nacional desde 1994, y previendo los autores del pacto en la ONU las posibles argumentaciones sobre los límites prácticos que se le objetarían a estas disposiciones, sancionaron el Art. 25, que reza: “Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y recursos naturales”

Lo expuesto sobre los Derechos Humanos,  pone límites a la posible interpretación en el sentido que los acuerdos internacionales garantizan las inversiones extranjeras, o sea que los titulares de dominio de la Concesión Pública, en base a los acuerdos internacionales, pueden comprar en los países firmantes, cuando dichos acuerdos existen. Los acuerdos internacionales no pueden ir más allá de lo acordado en los pactos de Derechos Humanos y además deben respetar la reciprocidad. 

Para tener en cuenta la reciprocidad, esta debe esta medirse vez por vez, por lo tanto se debe reservar el derecho a expedirse sobre el particular al Poder Ejecutivo Nacional y evitar el automatismo ya que este redundaría en un menor Valor Agregado Nacional, sin contrapartida de los países beneficiarios, especialmente cuando alguno de ellos esté incumpliendo algún acuerdo en el momento en que se trate un tema. Esto es particularmente frecuente y conocido en comercio internacional.

7. El Régimen de Compre Nacional. Guía, situación actual y perspectivas. 

Ley 5.340/63 “Compre Argentino”, obliga a todo sujeto de orden publico a comprar exclusivamente mercaderías, materiales y productos de origen nacional, siempre que su precio sea razonable.

Ley 18.875/71 “Contrate Nacional”, complementa la anterior y regula en el mismo sentido la contratación de obras y servicios. En particular aumenta las preferencias, implementando una reserva de mercado para las empresas nacionales en la ejecución de  proyectos y la consultoría para obras.

(Ambas leyes vigentes y no aplicadas durante toda las presidencias, Menem y de la Rúa)

Ley 23.697/89 “De Emergencia Económica” (Menem-Dromi), Limita en su Art.23, los alcances de las leyes anteriores y elimina los controles y sanciones por incumplimiento. Da algunas ventajas económicas a las empresas Pymes en los precios de comparación. (no se aplicaron)

Dto. 1.224/89 Reglamenta las limitaciones de la Ley 23.697/89. No se usó en términos económicos para facilitar el acceso a las cotizaciones de las empresas argentinas. Solo se demostró su validez jurídica.(caso Servotron c/Metrovias)

Dto. 909/00 (De la Rua-Machinea-Tizado) Considera que el Dto. Nro. 1.224/89 está vigente. Amplía detalles interpretativos, excluye las empresas Pymes por falta de información pública sobre las compras por debajo de $150.000. Es esencialmente inoperante. Las Cámaras Industriales lo cuestionaron. 

.

Ley 25.551 “Compre Trabajo Argentino”. Mejora la situación de anomia actual. Tiene algunos aciertos, pero mantiene la inoperancia por falta de controles y de sanciones. En cambio sanciona fuertemente a las empresas, nacionales y Pymes, denunciantes de anomalías en el caso de perder el caso denunciado en sede administrativa. 

Justicia: En diciembre del 2000 CIPIBIC 
obtiene en la justicia que las leyes 5.340/63 llamada de Compre Argentino y 18.875/71 Contrate Nacional fueran validadas en el fuero Contencioso  Administrativo Federal, en una Causa Meramente Declarativa, hecha por CIPIBIC el año pasado. Fue inmediatamente apelada por el Poder Ejecutivo Nacional. (La apelación  mantiene la vigencia del fallo en suspenso)

Prov. Bs. As. Sancionó la Ley Nro.12.538 que funcionaría como el 1.224/89, con el agregado de un beneficio para las empresas nacionales del 5% al 10% en el precio de comparación de ofertas.

Ciudad de Buenos Aires. Promulgó el 11 de junio del 2001 la Ley de Defensa del Trabajo Nacional. Leyes Nro. 590 y 595. Es conceptualmente buena, mantiene el defecto de la falta controles efectivos.

Comentario I. La no observación de la obligación legal de comprar y contratar de parte de los concesionarios de servicios públicos, durante los aprox.10 años que llevan desde el inicio de las concesiones, generó un faltante de oportunidades a la industria argentina de unos $90.000 millones. Si se hubiese dado esta oportunidad, pensamos que se hubiese podido hacer por lo menos un 50%, o sea $45.000.- mill., que hubiesen generado una riqueza 5 veces superior, o sea, $225.000.-mill. con un empleo permanente de 500.000 pers.

Comentario II. Los tratados internacionales no limitan la vigencia de leyes como la del “Compre Argentino”. En USA no tienen el Buy American en vigencia porque son poderosos, sino porque es estrictamente legal. No lo limita siquiera la OMC. 

Rige porque es un Derecho Humano de los pueblos en relación a la defensa social y política de sus fuentes de trabajo.

Comentario III. Los empresarios nacionales y los trabajadores pide algo más importante que mayor precio en la comparación de ofertas. 

Piden reglas claras e igualdad de trato. 

Piden licitaciones públicas y compras a empresas no vinculadas a los concesionarios o sus directores y gerentes.

Piden una clara participación de la industria de tecnología nacional en el desarrollo de los servicios públicos y participar de pleno derecho en la actividad económica del 35% del PBI.

8. Conclusiones.
El advenimiento en el mundo, de las privatizaciones y concesiones no es un fenómeno casual. Se ha dado como parte del fenómeno llamado globalización que lo definimos para este caso como: extensión hacia los privados del poder de administración pública de temas complejos.

Las empresas públicas eran, en general, de servicios “de red” bajo el concepto de servicio público, las que se gestionaban como un monopolio legal. Utilidades o pérdidas eran automáticamente socializadas pues pasaban por el tesoro nacional.

La llegada de los sistemas administrativos basados en computadoras potentes, permitió dividir las gestiones de las redes públicas hacia concesionarios o propietarios con múltiples usuarios y servicios superpuestos. Por esta razón se difundieron casi simultáneamente por el mundo estos cambios.

En, cómo y con qué control, consiste la diferencia para ver, si se lo programó para beneficio de la sociedad toda o solo para aquellos que impulsaron y/o capturaron el cambio.

Existe una muy marcada y creciente distorsión en las estructuras de precios y rentabilidades relativas de la economía a favor de las actividades y empresas privatizadas “reguladas”, regulación que no tiene en cuenta ningún control para la compra en los dos campos principales en que estas suceden, a) las de los bienes de capital y b) la de los servicios y gastos corrientes.

En ambos casos, los flujos de dinero, que provienen de las tarifas, se ha tolerado que los concesionarios compren sin licitación, a pesar de la imposición de las leyes de Compre Argentino que estaban obligadas a respetar (Ley 23.697, art. 23 y/o 5.340 / 18.875) y actualmente 25.551. 

La admisión de compras sin licitaciones produjo dos efectos:

1) La compra al exterior de muy importantes volúmenes de bienes de capital, a precios no verificables, por lo tanto suponibles de mayoración sistemática.

2) La compra a empresas vinculadas, a las empresas o a los directores o gerentes a precios sin licitación, o sea no verificables, por lo tanto suponibles de mayoración sistemática.

Las consecuencias de  estas acciones fueron:

1) La pérdida de importanes segmentos de la industria de bienes de capital nacional o extranjera radicada en el país y de empresas Pymes nacionales que realizaban servicios y provisiones de todo tipo, con toda la secuela de desocupación, precarización, etc.

2) La transferencia de ingresos de los ciudadanos – usuarios, a las empresas prestadoras monopólicas. El mecanismo expuesto, en realidad fomenta tal transferencia, ya que si los precios fuesen controlados por licitaciones públicas nacionales, estimamos que la actividad productiva sería fuertemente activada y los precios serían substancialmente menores. (El conjunto de   las empresas del estado, participaban con sus compras en un 30% del Producto Bruto Industrial).

9. Propuesta: 

Revisión inmediata de la legislación vigente a fin de hacer posible la maximización del Valor Agregado Nacional con el poder de compra bajo el control del estado, en todas las formas que este control sea aplicable. No limitativamente serían:

· las empresas propiedad del estado,

· las compras del estado en sus áreas específicas de : salud, defensa, seguridad, administración, gobiernos, etc.

· Las compras de todos los concesionarios y permisionarios de servicios y propiedades públicas. En esta categoría entran los petroleros, que hoy gozan de una especie de extraterritorialidad sobre un recurso de propiedad estatal, pesca, minería, transporte fluvial, marítimo, terrestre, aéreo, etc.

· Incluir a todos los beneficiarios de algún plan de desgravación o beneficio fiscal de cualquier naturaleza, ya que si el beneficiario solicitó a la comunidad un beneficio, este crea una obligación de su parte. Si considera que esa contrapartida le es onerosa, entonces que no la pida, pero no es equitativo que tenga una desgravación por una actividad  promovida y que por el beneficio de la promoción no retribuya a la comunidad que le da el beneficio con sus compras en el mercado local. 
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